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Documento para el diálogo presentado por los pueblos indígenas*

Hemos venido a buscar justicia para nuestras tierras patrias. Hemos venido pa-
ra hacer un llamamiento a todo el mundo para que apoye nuestros esfuerzos de lo-
grar soluciones equitativas de la discriminación, la explotación, el racismo, el etno-
cidio y el genocidio de los pueblos y naciones indígenas ...

Hemos venido para hablar en nombre del mundo natural que padece la explo-
tación de gobiernos y compañías. Hemos hablado en nombre de los árboles arraiga-
dos que no pueden huir de la sierra eléctrica. Hemos hablado en nombre del salmón,
el arenque, el atún y el eglefino muertos en sus zonas de reproducción. Ya habíamos
tenido noticias alarmantes de los cuatro puntos cardinales acerca de los peces, los
animales salvajes y los pájaros que estaban contaminados, enfermos y en vías de de-
saparición. Y hoy seguimos hablando en nombre de ellos. Hoy corren más peligro
que nunca, y sus condiciones, si han cambiado, son peores.

* Preparado por los miembros del grupo oficioso de los pueblos indígenas de la Comisión sobre el
Desarrollo Sostenible invitado como asociado organizador de la serie de reuniones de diálogo
para los pueblos indígenas. El documento se ha preparado en consulta con las organizaciones y
redes de los pueblos indígenas de todo el mundo. Las opiniones expresadas no representan
necesariamente las de las Naciones Unidas.
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En este momento, la humanidad debe trabajar unida, no sólo para sobrevi-
vir, sino para lograr una calidad de la vida basada en los valores universales que
protegen la interconexión delicada de la vida que nos protege a todos. ... La diversi-
dad biológica es un término técnico frío para este entrelazamiento intrincado de la
vida que nos sostiene. Nosotros, los pueblos indígenas, decimos que estamos empa-
rentados con esta vida; por tanto vuestros “recursos” son nuestros parientes. Todo
depende de cómo mira uno las cosas.

Los pueblos indígenas tienen algo que ofrecer en esta ecuación para la super-
vivencia ... Tenemos metas y obligaciones comunes y yo os digo que vosotros, los
jefes de esta gran esperanza del pueblo del mundo, las Naciones Unidas, debéis tra-
bajar con nosotros y no contra nosotros, por la paz. Afirmamos que mientras hagáis
la guerra a Etenoha (la Madre Tierra) no puede haber paz.

– Jefe Oren Lyons de la Nación Onondaga y la Confederación Hodenosoni1
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I. Introducción

1. En el presente documento de antecedentes, que se
presenta en preparación de la Cumbre Mundial sobre el
Desarrollo Sostenible, se examinan los acontecimientos
de los 10 años transcurridos desde la Conferencia de
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el De-
sarrollo, para destacar logros, obstáculos, amenazas y
retos en la ejecución de los acuerdos de Río, con espe-
cial atención a los pueblos indígenas y el desarro-
llo sostenible. Los compromisos contraídos en el capí-
tulo 26 del Programa 212, titulado “Reconocimiento y
fortalecimiento del papel de las poblaciones indígenas
y sus comunidades”, y otros compromisos contraídos
en Río, son el punto de partida de esta evaluación, y
también se indican vínculos con los demás procesos
internacionales relacionados con este tema.

2. El párrafo 26.1 del Programa 21 dice así: “Habida
cuenta de la relación recíproca existente entre el medio
natural y su desarrollo sostenible y el bienestar cultu-
ral, social, económico y físico de las poblaciones indí-
genas, en las actividades nacionales e internacionales
encaminadas a lograr un desarrollo ecológicamente ra-
cional y sostenible se debería reconocer, promover y
fortalecer el papel de las poblaciones indígenas y sus
comunidades, y darle cabida”.

3. Los pueblos indígenas están en la línea de fuego
de la crisis del desarrollo sostenible. Sus comunidades
son ejemplos concretos de sociedades sostenibles que
se han desarrollado históricamente en diversos ecosis-
temas. Hoy afrontan los retos de la extinción o la su-
pervivencia y renovación en un mundo integrado. Un
criterio claro para el desarrollo sostenible y la ejecu-
ción del Programa 21 deben ser las medidas que se
adopten para asegurar los derechos y el bienestar de los
pueblos indígenas.

4. Los últimos 10 años han destacado el papel y las
contribuciones vitales de los pueblos indígenas al desa-
rrollo sostenible. Los pueblos indígenas constituyen el
5% de la población mundial, pero tienen el 80% de la
diversidad cultural del mundo. Se estima que ocupan
un 20% de las tierras pero alimentan el 80% de la di-
versidad biológica del mundo en tierras y territorios
ancestrales. Las selvas lluviosas del Amazonas, el
África central, Asia y Melanesia son asiento de más de
la mitad del espectro mundial de pueblos indígenas y al
mismo tiempo están entre las zonas con mayor diversi-
dad de especies del mundo. La Asociación de Agricul-
tores Americanos Nativos Tradicionales estima que los

pueblos indígenas cultivan el 65% de las variedades de
plantas que se consumen en todo el mundo.

5. En los últimos 10 años también ha habido una
intensificación de las siguientes tendencias en conflicto
con respecto a la solución de los desequilibrios de las
relaciones sociales y ecológicas que están en la base de
la crisis mundial del desarrollo sostenible:

a) El auge del neoliberalismo económico y la
mundialización de las grandes empresas y la mercanti-
lización y “privatización” concomitantes de los valores
sociales y ecológicos;

b) El resurgimiento de los movimientos de los
pueblos indígenas, las comunidades locales y los mo-
vimientos de ciudadanos y las asociaciones transnacio-
nales que afirman la primacía de las comunidades y
culturas locales sostenibles y la integridad ecológica.

6. Este conflicto es evidente en la diferencia entre
las decisiones económicas, financieras y comerciales
mundiales tomadas por la Organización Mundial del
Comercio, el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el
Banco Mundial, que obstruyen y restringen las opcio-
nes nacionales y locales, y los esfuerzos de definir ca-
minos flexibles de desarrollo sostenible, como los que
se alientan en el diálogo mundial sobre políticas relati-
vas al ambiente y al desarrollo sostenible. Esta falta de
coherencia en los procesos mundiales de formulación
de políticas obstruye la aplicación de medidas positivas
en apoyo de la libre determinación y el desarrollo sos-
tenible de los pueblos indígenas.

Intensificación de las presiones sobre
las tierras indígenas

7. Los procesos de mundialización acelerados que se
han registrado desde la Conferencia de las Naciones
Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo expo-
nen la vulnerabilidad de los pueblos indígenas cuando
su destino queda librado a la lógica de los Estados y los
mercados, sin protección suficiente de sus derechos.
Un marco de laisser faire de comercio, inversión, pro-
ducción y consumo liberalizados y crecientes tiene por
resultado la enajenación continua de tierras y el despla-
zamiento forzoso de los pueblos indígenas.

8. A medida que se intensifican las presiones so-
bre los recursos de la Tierra, los pueblos indígenas so-
portan costos desproporcionados impuestos por las in-
dustrias de alta intensidad de recursos y extractivas de
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recursos y por actividades como la minería, la explota-
ción del petróleo y el gas, las grandes presas y otros
proyectos de infraestructura, la tala y las plantaciones,
la prospección biológica, la pesca y la cría industriales
de peces y también el ecoturismo y los proyectos de
conservación impuestos. Estas presiones también acele-
ran algunas actividades económicas insostenibles que
desarrollan los mismos pueblos indígenas, en particular
en casos en que no se han respetado los derechos de
estos pueblos, con lo cual las comunidades quedan con
tierra y recursos insuficientes.

9. Contra el Programa 21, que dice que las tierras de
los pueblos indígenas deben ser protegidas de las acti-
vidades que sean ambientalmente irracionales o que los
pueblos indígenas consideren social y culturalmente
inadecuadas, el crecimiento de la economía mundial ha
acelerado la intrusión de las empresas transnacionales
en tierras y comunidades ancestrales. El Banco Mun-
dial y los bancos regionales de desarrollo desempeñan
un papel fundamental en la promoción de la minería y
otras actividades extractivas y en la promoción de re-
formas fiscales, institucionales y jurídicas de la ma-
croeconomía que facilitan la inversión internacional en
actividades extractivas en los países en desarrollo. En
el caso del Banco Mundial, esto se hace mediante los
préstamos programáticos, los préstamos para el ajuste
estructural y sectorial, los préstamos para proyectos a
gobiernos nacionales, las inversiones en capital social y
los préstamos en forma de participación en el capital a
empresarios del sector privado mediante la Corpora-
ción Financiera Internacional, mediante seguros contra
riesgos políticos concedidos por el Organismo Multi-
lateral de Garantía de Inversiones (OMGI).

10. En Alaska la llanura costera de 1,5 millones de
acres del Refugio Nacional de Fauna del Ártico
(ANWR) está claramente amenazada por un proyecto
de ley de exploración petrolera que socavaría el esta-
tuto protegido actual del Refugio. Esta zona es el lugar
de origen de la manada del caribú del río Puercoespín,
de la cual dependen la subsistencia, la cultura y el mo-
do de vida de los pueblos atabascas gwich’in de Alaska
y el Canadá.

11. En la región central de Oklahoma (Estados Uni-
dos de América) la existencia misma de la nación kika-
pú y la salud de su tierra y sus recursos de agua están
amenazados por una autopista que está a punto de
construirse desde el Canadá hasta México, parte de la
cual pasará por la reserva de los kikapúes. Bajo los
auspicios del Tratado de Libre Comercio de América

del Norte (TLC), los planes de la autopista se han ela-
borado durante cuatro años, pero los Estados Unidos no
los han examinado oficialmente con la nación kikapú.

12. La exploración y explotación minera que se desa-
rrolla en Filipinas, Indonesia, la India, el Perú, Guyana,
Colombia, Ghana y muchos otros países son una ame-
naza grave para los pueblos indígenas y las comunida-
des locales.

13. El renacimiento del interés en la presa de Bakun
en Malasia, que requiere la tala de 80.000 hectáreas de
selva lluviosa y el desplazamiento forzado de 5.000 a
8.000 indígenas de 15 comunidades, es un ejemplo tí-
pico de insostenibilidad, a la luz de las opciones ener-
géticas preferibles.

14. El principal reto que afrontan los pueblos y co-
munidades indígenas en relación con el desarrollo sos-
tenible es proteger la seguridad territorial, el reconoci-
miento jurídico de nuestra propiedad y control de tie-
rras y recursos consuetudinarios y la utilización soste-
nible de nuestras tierras y otros recursos renovables pa-
ra nuestra salud y nuestro bienestar cultural, económico
y físico.

15. Los pueblos indígenas hemos actuado vigorosa-
mente para superar estas amenazas movilizándonos lo-
cal e internacionalmente para detener los proyectos
destructivos a corto plazo y resolver las causas profun-
das de los conflictos por recursos a largo plazo. En una
Conferencia Internacional sobre la Solución de Con-
flictos, la Consolidación de la Paz, el Desarrollo Soste-
nible y los Pueblos Indígenas3, a la cual asistieron par-
ticipantes indígenas de todas las regiones del mundo,
se afirmó la importancia de la autodeterminación: en el
cuidado de la madre tierra, en los idiomas que se ha-
blan, en la educación de nuestros hijos, en la solución
de conflictos y en la renovación de las instituciones y
los valores de nuestros antepasados.

16. En muchos países los pueblos indígenas han lo-
grado detener algunos proyectos destructivos. Las co-
munidades indígenas han detenido el desarrollo minero
en Filipinas, Panamá y Noruega, mediante acciones lo-
cales de protesta, publicidad en los medios de informa-
ción, campañas dirigidas a accionistas e inversores y
mediante la acción judicial. Los innu han parado la
construcción de una nueva base de la Organización del
Tratado del Atlántico del Norte (OTAN) que se pro-
yectaba construir en sus tierras.
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17. Las comunidades de la cuenca del Amazonas se
han dado cuenta de los efectos de la explotación pe-
trolera y se han organizado para tratar de manera in-
formada con las compañías petroleras de diversas ma-
neras, desde la oposición de las comunidades hasta el
diálogo y la negociación. Después que se enteraron del
efecto devastador de la extracción de petróleo en otras
provincias del Ecuador, los quechuas de Sarayacu se
reunieron en asambleas reconocidas como válidas por
el Gobierno del Ecuador para examinar las amenazas
ambientales y culturales creadas por la industria petro-
lera. El principal resultado fue una resolución formal
de rechazo inequívoco de la explotación petrolera.
Después de esta resolución, las promesas de apoyo
económico “incondicional” provocaron divisiones
dentro de las comunidades y condujeron a la firma de
acuerdos con individuos y no con representantes legí-
timos de las comunidades quechuas, con lo cual se
destruyó la autoridad de los líderes quechuas legítimos
y democráticamente elegidos.

18. En la isla de Mindoro de Filipinas, las organi-
zaciones indígenas de larga data de los mangyan,
que tienen reclamaciones pendientes sobre tierras an-
ces-rales relativas a una zona también pretendida por
Mindex/Crew Development, descubrieron que el orga-
nismo estatal encargado de los asuntos indígenas, la
Comisión Nacional de Pueblos Indígenas (NCIP), había
colaborado con la compañía para establecer una nueva
organización indígena que apoyara el proyecto minero
a cambio de la promesa de reconocer derechos sobre
tierras ancestrales en la misma zona4.

19. Las negociaciones entre comunidades indígenas,
gobiernos y grandes empresas son más probables en los
países que tienen un marco jurídico claro para los dere-
chos indígenas. Además, las transiciones de un régimen
militar al gobierno democrático también crean el espa-
cio político para la introducción y el reconocimiento de
los derechos indígenas. En varios países se han con-
cluido acuerdos de paz entre el Gobierno y pueblos in-
dígenas, por ejemplo en Guatemala, Filipinas, el nor-
deste de la India y las zonas de las colinas de Chitta-
gong de Bangladesh. Sin embargo, quedan muchos paí-
ses en que los pueblos indígenas están sometidos a mi-
litarización y control gubernamental.

20. La seguridad a largo plazo de los pueblos indíge-
nas requiere el reconocimiento jurídico de sus derechos
a la propiedad y el control de sus tierras, territorios y
recursos naturales. Muchas comunidades indígenas es-
tán trazando mapas de sus tierras y territorios tradicio-

nales, iniciando procesos para la renovación cultural y
el fortalecimiento de la comunidad, y esto sirve de base
para el reconocimiento por el gobierno de las tierras de
los indígenas y del uso consuetudinario de ellas. Se han
hecho progresos, por ejemplo, en Malasia, Tailandia,
Indonesia y Filipinas, en Asia; en Venezuela, Guyana,
el Perú y el Brasil, en América Latina; y en Sudáfrica,
Botswana y Namibia, en África. El Gobierno de Rusia
ha sancionado una ley que reconoce y protege zonas de
uso tradicional.

21. Estos progresos importantes han sido a menudo
eclipsados por violaciones extensas de los derechos de
los indígenas a la tierra en el proceso de desarrollo. La
Relatora Especial de la Comisión de Derechos Huma-
nos, Sra. Erica-Irene Daes, en su documento de trabajo
final sobre las poblaciones indígenas y su relación con
la tierra (E/CN.4/Sub.2/2001/21), propuso un marco
para el análisis de los problemas actuales relativos a los
derechos indígenas sobre la tierra, destacando los si-
guientes puntos:

• Falta de reconocimiento por los Estados de los
derechos indígenas sobre tierras, territorios y re-
cursos;

• Leyes y políticas discriminatorias que afectan a
los pueblos indígenas en relación con sus tierras;

• Falta de demarcación de las tierras indígenas por
los Estados;

• No aplicación por los Estados de las leyes que
protegen las tierras indígenas;

• Problemas respecto de las reclamaciones de tie-
rras y la devolución de tierras;

• Expropiación de tierras indígenas según los inte-
reses nacionales, entre ellos el desarrollo;

• Desplazamiento y traslado de pueblos indígenas;

• Otros programas y políticas oficiales que tienen
efectos negativos en la relación de los pueblos in-
dígenas con sus tierras, territorios y recursos;

• Falta de protección de la integridad del medio
ambiente de las tierras y los territorios indígenas.

Normas internacionales sobre los
derechos de los pueblos indígenas

22. Los derechos de los pueblos indígenas han asu-
mido un lugar importante en el derecho internacional
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de derechos humanos. Este cuerpo de derecho todavía
está creciendo y desarrollándose mediante la promo-
ción indígena en foros internacionales, mediante las
decisiones de órganos internacionales de derechos hu-
manos, mediante el reconocimiento y la codificación de
los derechos indígenas en proyectos de instrumentos
internacionales que están examinando las Naciones
Unidas y la Organización de los Estados Americanos
(OEA), mediante la incorporación de los derechos in-
dígenas en instrumentos y políticas de conservación,
ambientales y de desarrollo, mediante la incorporación
de estos derechos en el derecho y la práctica internos y
mediante decisiones judiciales nacionales5 Los dere-
chos indígenas han adquirido la categoría de derecho
internacional consuetudinario y por tanto son vincu-
lantes en general para los Estados. El derecho interna-
cional reconoce los derechos de los pueblos indígenas:

• A la libre determinación;

• A la propiedad, control y gestión de sus territo-
rios, tierras y recursos tradicionales;

• A ejercer su derecho consuetudinario;

• A representarse mediante instituciones propias;

• A dar su consentimiento libre, previo e informado
para las actividades que se desarrollen en sus
tierras;

• A controlar sus conocimientos tradicionales y
compartir los beneficios que resulten de su uso.

23. La libre determinación de los pueblos indígenas
significa “el derecho al control sobre sus instituciones,
territorio, recursos, orden social y cultura sin domina-
ción ni intervención externa y su derecho a establecer
su relación con la sociedad dominante y con el Estado
sobre la base del consentimiento”6.

24. Los órganos internacionales que tienen el man-
dato de proteger los derechos humanos han prestado
especial atención a los derechos indígenas en los últi-
mos años. El Comité de las Naciones Unidas sobre la
Eliminación de la Discriminación Racial, el Comité
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, el Co-
mité de Expertos de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) y la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos se destacan todos a este respecto. Estos
órganos han contribuido al desarrollo progresivo de los
derechos indígenas interpretando los instrumentos de
derechos humanos de aplicación general de modo que
expliquen y protejan los derechos colectivos de los

pueblos indígenas. Incluso la Comisión Africana de
Derechos Humanos y de los Pueblos ha empezado a
examinar los derechos de los pueblos indígenas toman-
do la importante medida de establecer un Grupo de
Trabajo sobre los Pueblos Indígenas de África7.

25. Los juicios y decisiones recientes de estos órga-
nos sirven de orientación importante para los Estados
y las empresas en el cumplimiento de sus obligacio-
nes de derechos humanos con respecto a los pueblos
indígenas.

26. La Subcomisión de Promoción y Protección de
los Derechos Humanos aprobó el proyecto de declara-
ción de las Naciones Unidas sobre los derechos de los
pueblos indígenas en 1994. Todos los gobiernos, para
cumplir los compromisos de Río y las obligaciones en
materia de derechos humanos, deben tomar medidas
que conduzcan a la pronta aprobación de la declaración
por la Asamblea General. Éste es uno de los objetivos
políticos principales del Decenio Internacional de las
Poblaciones Indígenas del Mundo (1995-2004) y una
actividad importante en el marco del Programa 21. Su
logro será signo de la verdadera apertura y seriedad de
los gobiernos en relación con la entrada en una “nueva
asociación” con los pueblos indígenas para el desarro-
llo sostenible.

27. La falta de normas universalmente aceptadas so-
bre los derechos de los pueblos indígenas es un obstá-
culo grave a la adquisición por los pueblos indígenas
del poder necesario para desempeñar su papel en el de-
sarrollo sostenible. El Secretario General, en su infor-
me de mitad de período sobre el programa de activida-
des del Decenio Internacional de las Poblaciones Indí-
genas del Mundo (A/54/487 y Add.1), observó que “no
existen normas universales sobre las poblaciones indí-
genas que sirvan de guía a las Naciones Unidas en su
conjunto y, en la práctica, las organizaciones de las Na-
ciones Unidas no están adoptando en estos momentos
ninguna directriz en particular, o están elaborando di-
rectrices sobre la base de diversos procedimientos”
(párr. 8).

28. Los procesos que condujeron a la aprobación del
proyecto de declaración de las Naciones Unidas sobre
los derechos de las poblaciones indígenas tuvieron la
participación plena y abierta de los pueblos indígenas,
los gobiernos, las organizaciones internacionales y los
especialistas, y tuvieron por resultado la aprobación
amplia del proyecto como instrumento que incluye
las normas mínimas para asegurar los derechos y el
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bienestar de los pueblos indígenas. Como dijo la Alta
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos8:

“El proyecto de declaración de las Naciones
Unidas afirma el vínculo entre los derechos hu-
manos y el desarrollo, a saber, que los unos no
son posibles sin el otro. Por tanto, no es posible
prever mejoras económicas sin protección de los
derechos sobre la tierra y los recursos. Los dere-
chos sobre la tierra tienen que incluir el recono-
cimiento de la relación espiritual que los pueblos
indígenas tiene con sus territorios ancestrales. La
base económica que la tierra ofrece tiene que ir
acompañada de un reconocimiento de las institu-
ciones políticas y jurídicas, la tradición cultural y
la organización social de los pueblos indígenas.
La tierra y la cultura, el desarrollo, los valores
espirituales y el conocimiento son como una sola
cosa. No reconocer uno de estos elementos es no
reconocer ninguno.”

29. La Asamblea General de las Naciones Unidas, en
su quincuagésimo quinto período de sesiones, acogió
con beneplácito la decisión del Consejo Económico y
Social de establecer un Foro Permanente para las
Cuestiones Indígenas, como órgano subsidiario del
Consejo. En su período de sesiones sustantivo de 2001,
el Consejo decidió que el Foro se reuniera por primera
vez en mayo de 2002. Su mandato amplio, que abarca
las cuestiones indígenas en el contexto del desarrollo
social y económico, el medio ambiente, la educación,
la salud y los derechos humanos y la cultura, hace del
Foro un centro potencialmente muy importante para la
promoción del desarrollo sostenible de los pueblos in-
dígenas basado en los derechos.

30. Otras organizaciones del sistema de las Naciones
Unidas, como el Programa de las Naciones Unidas para
el Desarrollo (PNUD), la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO), la Organización Mundial de la Salud
(OMS) y la Organización Mundial de la Propiedad In-
telectual (OMPI) también han adoptado políticas y
programas sobre los pueblos indígenas.

31. La Comisión de Derechos Humanos ha nombrado
hace poco un Relator Especial sobre la situación de los
derechos humanos y las libertades fundamentales de
los pueblos indígenas (resolución 2001/57 de la Comi-
sión). Su primer informe, que debe publicarse en 2002,
complementará otros estudios especiales que se han

hecho sobre temas como la protección del patrimonio
de los pueblos indígenas (1995), tratados, convenios y
otros acuerdos constructivos entre los pueblos indíge-
nas y los Estados (1999) y los pueblos indígenas y su
relación con la tierra (2002).

Sobre el consentimiento informado
previo

32. En el contexto del aumento del reconocimiento
del derecho a la libre determinación de los pueblos in-
dígenas, el principio del consentimiento libre, previo e
informado de los pueblos indígenas en relación con los
proyectos y planes de desarrollo que los afectan ha
surgido como la norma que debe aplicarse en la protec-
ción y la promoción de sus derechos en el proceso de
desarrollo.

33. El párrafo 1 del artículo 7 del Convenio No. 169
de la OIT (Convenio sobre pueblos indígenas y tribales
en países independientes)9 dice que:

“Los pueblos interesados deberán tener el
derecho de decidir sus propias prioridades en lo
que atañe al proceso de desarrollo, en la medida
en que éste afecte a sus vidas, creencias, institu-
ciones y bienestar espiritual y a las tierras que
ocupan o utilizan de alguna manera, y de contro-
lar, en la medida de lo posible, su propio desarro-
llo, económico, social y cultural.”

34. Este artículo es uno de los principios generales
del Convenio y establece un marco en el cual pueden
interpretarse los demás artículos. Otros principios ge-
nerales del Convenio requieren la participación, la con-
sulta y la negociación de buena fe.

35. En su Recomendación General de 1997 sobre los
derechos de los pueblos indígenas10, el Comité para la
Eliminación de la Discriminación Racial detalló las
obligaciones de los Estados y los derechos indígenas
con arreglo a la Convención Internacional11. El Comité
exhortó a los Estados partes a que “garanticen que los
miembros de las poblaciones indígenas gocen de dere-
chos iguales con respecto a su participación efectiva en
la vida pública y que no se adopte decisión alguna di-
rectamente relacionada con sus derechos e intereses sin
su consentimiento informado” (párr. 4 d)).

36. En las observaciones finales sobre el informe
de Australia, el Comité reiteró en 2000 “su recomenda-
ción de que el Estado parte garantice la participación
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efectiva de las comunidades indígenas en las decisiones
que afectan sus derechos sobre la tierra, como lo re-
quiere el apartado c) del artículo 5 de la Convención y
la Recomendación General XXIII del Comité, que sub-
raya la importancia de garantizar el ‘consentimiento in-
formado’ de los pueblos indígenas”12.

37. Sobre la base de estos principios, el artículo 30
del proyecto de declaración de las Naciones Unidas so-
bre los derechos de los pueblos indígenas reconoce
que:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a
determinar y elaborar las prioridades y estrategias
para el desarrollo o la utilización de sus tierras,
territorios y otros recursos, en particular el dere-
cho a exigir a los Estados que obtengan su con-
sentimiento, expresado con libertad y pleno cono-
cimiento, antes de aprobar cualquier proyecto que
afecte a sus tierras, territorios y otros recursos,
particularmente en relación con el desarrollo, la
utilización o la explotación de recursos minerales,
hídricos o de otro tipo.”

38. En Filipinas la ley requiere el consentimiento li-
bre, previo e informado de los pueblos indígenas para
las siguientes actividades: la exploración, el desarrollo
y la utilización de recursos naturales; la investigación y
prospección biológica; el desplazamiento y el traslado;
las exploraciones arqueológicas; las políticas que
afectan a los pueblos indígenas, como la Orden Ejecu-
tiva 263 (ordenación forestal basada en la comunidad);
y la entrada de las fuerzas armadas.

39. La Ley de derechos de los pueblos indígenas de
Filipinas define el consentimiento informado previo
como sigue:

• Todos los miembros de la comunidad afectada
consienten en la decisión;

• El consentimiento se determina de conformidad
con las leyes y prácticas consuetudinarias;

• El pueblo indígena está libre de manipulación,
intervención o coerción externa;

• Se ha revelado plenamente la intención y el al-
cance de la actividad;

• La decisión se toma en un idioma que la comuni-
dad puede entender;

• La decisión se toma en un proceso que la comu-
nidad puede entender.

40. En los próximos años la mejor comprensión de
esta norma y su aplicación serán importantes para la
ejecución de programas de desarrollo sostenible con
pueblos indígenas.

Los pueblos indígenas en las
negociaciones sobre medio ambiente
mundial

41. No es sorprendente que las cuestiones indígenas
hayan tenido un lugar importante en las deliberaciones
y negociaciones sobre políticas para ejecutar los acuer-
dos de Río sobre la diversidad biológica, el cambio
climático, la desertificación, la ordenación forestal
sostenible, los contaminantes orgánicos persistentes y
los desechos peligrosos, y también en otros debates so-
bre la liberalización del comercio, los derechos de pro-
piedad intelectual, la deuda y el ajuste estructural y la
financiación para el desarrollo.

Diversidad cultural y biológica

42. El Convenio sobre la Diversidad Biológica13 re-
conoce los conocimientos tradicionales de los pueblos
indígenas y comunidades locales y ha elaborado un
programa de trabajo intersectorial sobre los conoci-
mientos tradicionales y sobre los temas de artículos co-
nexos del Convenio.

43. La Conferencia de las Partes en el Convenio so-
bre la Diversidad Biológica, en su cuarta reunión, esta-
bleció un grupo especial de trabajo entre períodos de
sesiones de composición abierta sobre la aplicación del
apartado j) del artículo 8 y disposiciones conexas del
Convenio sobre los conocimientos tradicionales (deci-
sión IV/9). El hecho de que este órgano se haya creado
con el apoyo de muchos gobiernos y fuerte presión de
organizaciones de pueblos indígenas lo hace un foro
potencialmente muy importante para los intercambios
sobre políticas y la formulación de políticas.

44. El Convenio sobre la Diversidad Biológica como
tal ofrece a los pueblos indígenas una protección muy
limitada y débil de su propiedad cultural e intelectual.
El Convenio no cuestiona la legitimidad ni el funcio-
namiento del derecho de la propiedad intelectual y sólo
reconoce que los derechos de propiedad intelectual
pueden ayudar a los gobiernos en la conservación de la
diversidad biológica. Otro punto débil del Convenio es
el énfasis en la soberanía nacional sobre la diversidad
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biológica, sin reconocimiento adecuado de los territo-
rios indígenas. Las disposiciones sobre la distribución
de los beneficios también dependerían de que los go-
biernos reconocieran e hicieran respetar este derecho.

45. Pueden hacerse algunos progresos principalmente
mediante legislación nacional y marcos regionales (por
ejemplo, el Pacto Andino). Aquí pueden hacerse pro-
gresos en el fortalecimiento del consentimiento infor-
mado previo de los pueblos indígenas y en el aumento
de la conciencia y la comprensión de las disposiciones
sui generis para fortalecer el control que ejercen los
pueblos indígenas. Por supuesto, estas medidas positi-
vas pueden ser tomadas independientemente del Con-
venio por los gobiernos que toman en serio los dere-
chos de los pueblos indígenas.

46. La Conferencia de las Partes en el Convenio, en
su quinto período de sesiones (decisiones V/16 y 26)
acordaron14:

• Reconocer la importancia de la participación de
los pueblos indígenas y las comunidades locales,
del nivel local al nivel internacional, en una am-
plia gama de programas de trabajo del Convenio;

• Reconocer los papeles especiales de las mujeres
de los pueblos indígenas y las comunidades loca-
les con respecto a la conservación de la diversi-
dad biológica;

• Reconocer el papel del Foro Indígena Internacio-
nal sobre la Diversidad Biológica como órgano
consultivo de la Conferencia de las Partes en el
Convenio;

• Promover la inclusión de miembros de pueblos
indígenas y las comunidades locales para la lista
internacional de expertos;

• Promover la inclusión de delegados indígenas en
las delegaciones oficiales en los procesos del
Convenio;

• Mantener el grupo especial de trabajo entre pe-
ríodos de sesiones de composición abierta sobre
el apartado j) del artículo 8 y disposiciones cone-
xas del Convenio sobre la Diversidad Biológica
relativas a los conocimientos tradicionales;

• Crear un grupo especial de trabajo de composi-
ción abierta sobre el acceso y la distribución de
los beneficios que reconozca la participación de
los pueblos indígenas y las comunidades locales y

el principio del consentimiento informado previo
para todo posible uso de sus conocimientos.

47. Debe procurarse asegurar el cumplimiento de las
obligaciones que fija el Convenio mediante estrategias
y planes de acción nacionales sobre la diversidad bio-
lógica, con la participación plena y efectiva de los pue-
blos indígenas.

48. El Convenio sobre la Diversidad Biológica, por
medio de sus programas de trabajo y procesos, ha sido
innovador en el tratamiento de los asuntos que preocu-
pan a los pueblos indígenas. Su enfoque de ecosistemas
se ajusta bien a las realidades indígenas y permite una
participación sustantiva en los programas de trabajo del
Convenio. Los vínculos entre el Convenio y otras con-
venciones sobre el ambiente pueden servir para resol-
ver algunas incoherencias de los enfoques más estre-
chos, econométricos o tecnocráticos, de las negocia-
ciones sobre el clima.

El cambio climático y los pueblos
indígenas

49. En las negociaciones mundiales sobre el clima,
los pueblos indígenas han expresado su inquietud por
que en las conversaciones que se están celebrando co-
mo parte del proceso de la Convención Marco de las
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático15, así co-
mo en la aplicación práctica del Protocolo de Kyoto16

de la Convención, no se prevea una participación ade-
cuada de esos pueblos. Están profundamente preocupa-
dos por la posibilidad de que las medidas encaminadas
a mitigar el cambio climático que se están negociando,
como las plantaciones, los sumideros de carbono y las
emisiones negociables, se concreten en proyectos cu-
yos efectos para sus ecosistemas naturales, sensibles y
frágiles, sean negativos, ya que contaminen la tierra,
los bosques y el agua, que desempeñan funciones cli-
máticas importantes.

50. Les preocupa que las definiciones de forestación,
deforestación y reforestación que se proponen supon-
gan una amenaza para los usos que tradicionalmente
han dado los pueblos indígenas a su tierra y territorios
En el pasado, incluso las políticas y proyectos de desa-
rrollo bien intencionados han tenido consecuencias so-
ciales y ecológicas desastrosas. Los conceptos, políti-
cas y medidas tecnocrácticos que se están negociando
con arreglo a la Convención Marco de las Naciones
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Unidas sobre el Cambio Climático no tienen en cuenta
los intereses de los pueblos indígenas.

Diálogo sobre políticas forestales a
nivel mundial17

51. Las nuevas normas de las Naciones Unidas sobre
los bosques afirman:

a) Los derechos seguros de los pueblos indíge-
nas a la tierra;

b) La plena participación en la formulación de
políticas forestales;

c) El reconocimiento de la sabiduría tradicio-
nal relacionada con los bosques;

d) La promoción de la ordenación forestal ba-
sada en la comunidad.

52. En la práctica, tanto la tala en gran escala como
las plantaciones son prácticas corrientes, lo cual viola
esos derechos y principios. Es habitual que se niegue a
los pueblos indígenas los derechos a la tierra de las zo-
nas forestales y con frecuencia se ha respondido a la
resistencia al desarrollo de la silvicultura con nuevas
violaciones de los derechos humanos. Son numerosas
las pruebas que demuestran la erosión de los medios de
vida basados en los bosques, el empobrecimiento, el
debilitamiento de la identidad cultural, el desposei-
miento y el aumento de la mortalidad como consecuen-
cia de la explotación forestal. En particular, las mujeres
indígenas han sufrido dificultades y abusos especiales,
grandes padecimientos y abusos de los derechos huma-
nos.

53. En las “prácticas óptimas” recientes de la silvi-
cultura se afirman los derechos de los pueblos indíge-
nas y se asigna prioridad a su bienestar y al control de
los bosques y de la adopción de decisiones en materia
forestal por esas comunidades. Las iniciativas encami-
nadas a promover la reforma por conducto de la certifi-
cación independiente de terceros han tenido resultados
diversos. Se consiguió que se reconocieran los dere-
chos de los pueblos indígenas a la utilización de los
bosques boreales y que se promoviera la gestión basada
en la comunidad. En los trópicos, los casos de prácticas
óptimas son más infrecuentes ya que se ven obstaculi-
zados por la falta de buen gobierno, el desorden públi-
co y la insuficiencia en cuanto a regulación de la silvi-
cultura.

54. Las nuevas tecnologías ayudan a los pueblos in-
dígenas de las zonas forestales a levantar mapas de sus
propias tierras, hacer valer su derecho a la tierra y ela-
borar sistemas de ordenación forestal novedosos basa-
dos en los conocimientos tradicionales y el derecho
consuetudinario sobre los bosques. Sin embargo, los
Estados represivos tratan de prohibir esas técnicas y re-
servar los bosques para uso de las grandes empresas.

55. En muchos países, para que las normas interna-
cionales sobre derechos humanos y bosques se lleven a
la práctica hará falta que las empresas del sector priva-
do funcionen con arreglo a criterios más rigurosos de
lo que exigen las normativas nacionales. Si las empre-
sas privadas pretenden actuar en zonas reclamadas por
pueblos indígenas, deben respetar a los titulares tradi-
cionales de los derechos como propietarios legítimos
de la tierra y aceptar el principio de que las comunida-
des locales tienen derecho a conceder o negar su con-
sentimiento, de forma libre, previa e informada, a los
planes que se elaboren para sus tierras y bosques. Si los
agentes del sector privado y los pueblos indígenas se
comprometen a concertar acuerdos negociados y jurídi-
camente vinculantes se avanzará en el restablecimiento
de unas relaciones equitativas entre los promotores y
las comunidades indígenas de los bosques.

56. A largo plazo, será necesario reformar las políti-
cas, las legislaciones y las instituciones nacionales para
asegurar a los pueblos indígenas sus derechos y a los
bosques un futuro basado en los principios de justicia y
equidad.

57. Teniendo en cuenta las demandas y propuestas de
medidas concretas presentadas por los pueblos indíge-
nas a la Comisión sobre el Desarrollo Sostenible, el
mecanismo intergubernamental no ha aceptado las pro-
puestas siguientes18:

a) Libre determinación y desarrollo autónomo;

b) Reconocimiento como “pueblos” diferen-
ciados;

c) Reconocimiento explícito del derecho a la
propiedad, el uso y el control de los territorios;

d) Consentimiento previo e informado de las
actividades y decisiones que afecten a los territorios de
los pueblos indígenas;

e) Incorporación del proyecto de declaración
sobre los derechos de las poblaciones indígenas en
el Programa 21 y la Declaración autorizada, sin fuerza
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jurídica obligatoria, de principios para un consenso
mundial respecto de la ordenación, la conservación y el
desarrollo sostenible de los bosques de todo tipo (Prin-
cipios relativos a los bosques)19 y los programas nacio-
nales sobre bosques;

f) Financiación de la participación de los pue-
blos indígenas en los foros de las Naciones Unidas.

Producción tradicional y comercio y
conservación

58. En los años recientes, los métodos de conserva-
ción que no prevén la colaboración con los pueblos in-
dígenas y las comunidades locales interesadas han
perjudicado a la producción y las actividades económi-
cas tradicionales de esos pueblos. Las actividades an-
cestrales como la caza y la pesca de mamíferos marinos
que llevan a cabo los pueblos del Ártico y la agricultu-
ra de quema rotativa que realizan los habitantes de los
bosques de Asia, América Latina y el Pacífico son im-
portantes para el sustento y el bienestar de esas comu-
nidades, y la historia ha demostrado que también son
social y ecológicamente sostenibles.

59. Después de que las organizaciones ecologistas
llevaran a cabo campañas de presión en Europa durante
varios años, la industria de las pieles de foca se ha ve-
nido abajo, lo cual ha tenido consecuencias muy perju-
diciales para los inuit. La venta de pieles de foca era la
principal fuente de ingresos en efectivo de muchas fa-
milias inuit y la caza de focas era un elemento esencial
de su cultura y sus valores tradicionales. La pérdida de
esa fuente de ingresos ha sido catastrófica, no sólo des-
de el punto de vista económico, sino también en los
ámbitos social, cultural, nutricional y psicológico.

60. Debe reconocerse el derecho de los inuit a prose-
guir esta actividad tradicional de explotación sostenible
y deben elaborarse estrategias para revitalizar y recupe-
rar la industria de la foca en el Ártico20.

61. El término equívoco “agricultura de corta y que-
ma” se ha utilizado de forma indiscriminada contra di-
versos sistemas indígenas de rotación de cultivos
en zonas forestales y accidentadas para crear una ima-
gen de destrucción ambiental. En investigaciones ante-
riores y actuales, que incluyen estudios realizados
por expertos indígenas, se ha demostrado que se trata
de un sistema sostenible y adaptable que puede ajustar-
se a circunstancias diversas al tiempo que se mantiene
fiel a la idea de la autosuficiencia en la producción de

alimentos. Suele ir acompañado de arrozales, ganade-
ría, cultivos especializados, huertos familiares, caza y
agrosilvicultura para atender las necesidades de las al-
deas indígenas21.

62. Debe prestarse apoyo a la recuperación de la tie-
rra y la renovación y el fortalecimiento de los sistemas
tradicionales de producción, que han contribuido a la
biodiversidad, incluida su conservación y uso sosteni-
ble.

63. Asimismo, debe prestarse apoyo a los programas
de los pueblos indígenas encaminados a conservar la
biodiversidad y gestionar los recursos de sus tierras y
territorios. Ello incluye el apoyo a las iniciativas que
tienen por objetivo proteger o reunir sus conocimientos
y prácticas tradicionales, sus semillas y otros recursos
por medio de: a) un uso eficaz de sus propios métodos
e instituciones in situ; y b) el acceso al uso eficaz de
tecnologías no indígenas.

64. El desarrollo, cultivo y otros usos de semillas,
plantas, peces y otros organismos modificados
genéticamente supone una amenaza para las semillas
autóctonas y otros alimentos esenciales para la
supervivencia de los pueblos indígenas.

Agricultura sostenible y desarrollo
rural

65. En el Programa 21 se sostiene que dos de los di-
versos elementos que determinarán el éxito de la agri-
cultura sostenible y el desarrollo rural son la conserva-
ción de la tierra y la participación de la población rural.
Los pueblos indígenas son depositarios de conoci-
mientos milenarios que se basan en prácticas cinegéti-
cas y agrícolas en una ordenación de la tierra y en un
uso sostenible del agua, así como en una ingeniería y
arquitectura relacionadas con la agricultura transmiti-
das de generación en generación. El mantenimiento de
esas relaciones culturales y espirituales con el mundo
natural es esencial para su supervivencia como pueblos
o civilizaciones. Los mayas son el “pueblo del maíz”,
mientras que los atapascos son el “pueblo del caribú”.
Los semínolas tienen clanes como el del oso, el águila
e incluso el clan de la batata.

66. También para la conservación de la biodiversidad
es esencial que se mantengan estas relaciones cultura-
les y espirituales. Esta interdependencia y relación
históricas con ecosistemas específicos son el funda-
mento de las contribuciones técnicas y científicas de
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los conocimientos indígenas a la investigación crítica
sobre el desarrollo sostenible basado en los ecosiste-
mas. Muchos expertos tradicionales son capaces de in-
terpretar las indicaciones de especies que proporcionan
señales de alerta muy temprana de futuros desastres
ambientales y alimentarios y de cambios meteorológi-
cos como el calentamiento de la atmósfera.

67. En países del Pacífico, como Tuvalu y Kiribati,
que están formados fundamentalmente por atolones de
coral de muy poca altitud, las fuentes subterráneas de
agua potable están siendo desplazadas por agua salada
a medida que asciende el nivel del mar. Los Dayak de
Kalimantan han observado un descenso muy marcado
de sus arrozales en los últimos siete años, y la produc-
ción anual no ha alcanzado la tonelada por hectárea de-
bido a la perturbación de las estaciones lluviosa y seca.
En América Central, varias tormentas y huracanes han
causado la muerte de centenares de personas y destrui-
do las aldeas y medios de vida de poblaciones mayas,
garífunas y náhualt. En la selva del Amazonas, los
pueblos indígenas y las comunidades locales han ob-
servado una reducción del nivel de precipitaciones y la
prolongación de la estación seca. La frecuente sequía y
la disminución de la lluvia han hecho que aumenten los
incendios forestales, lo cual afecta a la caza, la pesca y
la seguridad alimentaria en general. En Burkina Faso,
las sequías han sido más frecuentes y la modificación
de la estación de las lluvias perturba los sistemas agrí-
colas locales. En Rwanda, la sequía generalizada hace
que los insectos sedientos ataquen a especies de árboles
que se utilizan como alimento. La disminución de la
biodiversidad ha hecho que se reduzca el número de
especies que se utilizan con fines alimentarios, medici-
nales y rituales. En muchos países, enfermedades como
el paludismo se han vuelto endémicas a causa del au-
mento de los insectos transmisores.

68. Esos detallados conocimientos locales comple-
mentan la labor científica sobre el clima y contribuyen
a ella. Por ejemplo, los pueblos indígenas de la región
del Ártico participan en las investigaciones sobre los
efectos del cambio climático por conducto de la Eva-
luación de los Efectos del Clima en el Ártico, puesta en
marcha recientemente por el Consejo Ártico22.

Enfoques regionales y basados en los
ecosistemas

69. El Consejo Ártico es un foro de alto nivel de los
gobiernos de los ocho Estados del Ártico (Estados

Unidos de América, Canadá, Dinamarca/Groenlandia,
Islandia, Noruega, Suecia, Finlandia y Federación de
Rusia) encargado de hallar modos adecuados de
avanzar en la protección del medio ambiente y el
desarrollo sostenible del Ártico. Forman parte del
Consejo Ártico varias organizaciones de pueblos
indígenas que incluyen la Conferencia Inuit
Circumpolar, el Consejo Saami y la Asociación Rusa
de Pueblos Indígenas del Norte, en calidad de
participantes permanentes. El Consejo Ártico adoptó y
puso en marcha oficialmente la Evaluación de los
Efectos del Clima en el Ártico en octubre de 2000. El
resultado de la Evaluación se recogerá en tres
volúmenes cuya publicación está prevista para 2004; en
ellos se tratará la cuestión de qué estrategias cabe
recomendar para hacer frente a las presiones que sufre
y sufrirá el medio ambiente, adaptarse a ellas y, de ser
posible reducir los efectos de los cambios del clima y
de las radiaciones ultravioletas. Las recomendaciones
incluirán orientación en materia de políticas nacionales
e internacionales y asesoramiento a los habitantes del
Ártico. Los importantes capítulos dedicados a las
perspectivas indígenas respecto del cambio climático y
los efectos del cambio climático para la utilización de
los recursos marinos y terrestres vivos son
especialmente pertinentes para los pueblos indígenas.
La Evaluación es uno de los modos más prometedores
en que el Consejo Ártico puede transmitir los puntos de
vista de esa región a la próxima Cumbre Mundial sobre
el Desarrollo Sostenible y aportar las perspectivas de
los pueblos indígenas a las negociaciones mundiales
sobre el cambio climático.

70. También los pueblos indígenas del Amazonas pi-
den que la cuenca de ese río se considere un ecosistema
único necesitado de la cooperación de los gobiernos,
los pueblos indígenas, las organizaciones de la socie-
dad civil y otras partes interesadas para lograr su desa-
rrollo sostenible y conservación.

71. De la experiencia del Consejo Ártico pueden ob-
tenerse enseñanzas positivas aplicables a otras regiones
del mundo mediante un enfoque basado en los ecosis-
temas y las asociaciones de colaboración.

Cuestiones de salud

72. Desde una perspectiva tradicional, la salud de los
pueblos indígenas no puede disociarse de la salud de su
entorno, la práctica de su espiritualidad y el ejercicio
del derecho a la libre determinación, en que se basa la
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salud mental, física y social de las comunidades indí-
genas.

73. Los pueblos indígenas tienen las peores tasas de
salud y mortalidad del mundo. En el organismo de las
mujeres mohawk del noreste de los Estados Unidos y el
Canadá hay más de 10.000 partes por millón de bife-
nilos policlorados, sustancias químicas que transmiten
a sus hijos durante el embarazo y amamantamiento.
La mortalidad infantil es el doble de la media nacio-
nal y los niveles de pobreza siguen siendo sumamente
elevados.

74. Resulta inquietante la alta incidencia del suicidio
entre los pueblos indígenas del Brasil, Alaska, el Cana-
dá y otras comunidades que se enfrentan a cambios rá-
pidos y a pérdida de tierras e identidad. Los uwa de
Colombia considera que el suicidio colectivo es una
respuesta adecuada al desarrollo no deseado de la in-
dustria petrolera en su territorio, que amenaza la inte-
gridad y el bienestar de la comunidad.

75. El programa de aplicación de herbicidas en Co-
lombia, diseñado por los Estados Unidos y Colombia
para erradicar la coca y la adormidera (como parte de
una iniciativa de lucha contra la droga de vertientes
múltiples conocida como “Plan Colombia”), afecta ne-
gativamente a la salud de la población indígena y a la
seguridad de sus cultivos, ganado, abastecimiento de
agua y medio ambiente. Esos efectos son suficiente-
mente graves para justificar la opinión de que el Plan
Colombia viola los derechos de los pueblos indígenas a
la vida, la salud, el sustento, el alimento y la propiedad,
así como el derecho internacional consuetudinario a un
medio ambiente limpio y saludable.

76. Son numerosos los datos escritos, visuales y ora-
les que indican que los habitantes de Colombia y
el Ecuador expuestos a las sustancias químicas utiliza-
das en el programa de fumigación aérea que se lleva
a cabo en Colombia se han quejado de trastornos intes-
tinales (entre ellos hemorragias intensas, náuseas y
vómitos), inflamación testicular, fiebre elevada, ma-
reos, trastornos respiratorios, erupciones cutáneas e
irritación ocular grave después de las fumigaciones.
Fuentes fiables han señalado también malformaciones
congénitas, abortos espontáneos y muertes de lactantes
y niños.

77. De modo similar, numerosos datos escritos, vi-
suales y orales indican que el contacto con las sustan-
cias químicas utilizadas en el programa con el fin de
erradicar las plantaciones de coca y adormidera en

Colombia han provocado la erradicación de la yuca, el
maíz, los plátanos, los tomates, la caña de azúcar, los
pastos y otros cultivos legales, la destrucción de los ár-
boles frutales y la muerte del ganado. El contacto con
las sustancias que se rocían ha contaminado también el
abastecimiento de agua y ha provocado la muerte de
peces.

78. Pese a los graves riesgos que supone este progra-
ma para la salud, los Gobiernos de los Estados Unidos
y Colombia no han divulgado la composición exacta
de las sustancias que se rocían, ni información concreta
sobre el modo y los medios por que se realiza esa ope-
ración, ni tampoco se ha informado con tiempo sufi-
ciente a las poblaciones indígenas y otras poblacio-
nes afectadas del momento en que se realizará ni
qué plazo de preparación es necesario para garantizar
la seguridad.

79. A los inuit y otros pueblos aborígenes del norte
les preocupa el contacto de sus alimentos por contami-
nantes orgánicos persistentes, la mayoría de los cuales
proceden de zonas templadas y tropicales y son trans-
portados hasta el Ártico. Los inuit participaron también
activamente en las negociaciones recientes relativas al
Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos
persistentes.

Avances nacionales en el
reconocimiento de los derechos
de los pueblos indígenas

80. Los pueblos y las comunidades indígenas sólo se
verán plenamente beneficiados por las actividades de
establecimiento de normas internacionales si éstas son
adoptadas y consagradas en las constituciones nacio-
nales y otras normativas jurídicas y administrativas. En
varios países se ha modificado la legislación nacional
para incorporar las normas actuales relativas a los de-
rechos de los pueblos indígenas; entre ellos se incluyen
muchos países de América Latina, Australia, el Cana-
dá, Nueva Zelandia, la India, Filipinas, Finlandia y la
Federación de Rusia, por señalar algunos. Los Estados
firmantes del Convenio No. 169 de la OIT, relativo a
las poblaciones indígenas y tribales en países indepen-
dientes, son 14. Sin embargo, la falta de reconoci-
miento de los pueblos indígenas sigue siendo un obstá-
culo en muchos países de Asia y África.
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Mundialización empresarial y
sostenibilidad de las comunidades
indígenas

81. El predominio de la economía neoliberal en el
mundo y el afianzamiento de la influencia de las em-
presas en los asuntos internacionales y nacionales
constituyen una amenaza para la sociedad y la natura-
leza. Esa amenaza ha incrementado las desigualdades
entre naciones y en el interior de éstas y ha socavado
los esfuerzos encaminados a lograr el desarrollo soste-
nible.

82. El Acuerdo sobre los aspectos de los derechos de
propiedad intelectual de la Organización Mundial del
Comercio constituye un obstáculo y una amenaza para
los conocimientos de los pueblos indígenas, ya que
promueve la armonización de los regímenes de dere-
chos de propiedad intelectual, y pemite que se patenten
formas de vida, microorganismos y procesos no bioló-
gicos y microbiológicos de producción de plantas y
animales.

83. El Acuerdo sobre la agricultura23 de la Organiza-
ción Mundial del Comercio, en que se promueve la
competencia en las exportaciones y la liberalización de
las importaciones, ha permitido que penetren productos
agrícolas baratos en las comunidades de pueblos indí-
genas, con lo cual se pone en peligro sus prácticas
agrícolas sostenibles, su seguridad alimentaria, su sa-
lud y su cultura. La producción agrícola en pequeña es-
cala está dando paso a las plantaciones comerciales,
con lo cual las tierras ancestrales se concentran en ma-
nos de unas pocas empresas agrícolas y terratenientes.
La conversión de la agricultura en pequeña escala en
plantaciones comerciales ha hecho además que los
miembros de muchas comunidades se desplacen de las
zonas rurales a las urbanas.

84. Las legislaciones nacionales que se ajustan a los
acuerdos de la Organización Mundial del Comercio,
junto con la liberalización de los regímenes comercia-
les y de inversiones promovidos por el Banco Mundial
y el Fondo Monetario Internacional (FMI), influyen
negativamente en las legislaciones y normativas nacio-
nales que protegen los derechos de los pueblos indíge-
nas y el medio ambiente.

85. La privatización y los ajustes estructurales aca-
rrean consecuencias negativas a corto y a largo plazo
para los pueblos indígenas de los países en desarrollo,
algunas de las cuales son irreversibles. La privatización

del agua convierte un elemento sagrado esencial para
nuestras prácticas espirituales relacionadas con la agri-
cultura en un bien controlado por el sector privado. Las
reformas estructurales constituyen una carga demasia-
do pesada para nuestras comunidades, que desde hace
siglos sufren asignaciones impuestas de tierras y el
empobrecimiento resultante, así como perjuicios acu-
mulados para nuestros ecosistemas y nuestras prácticas
y conocimientos agrícolas, ricos pero en peligro.

Recomendaciones

86. La mayoría de las cuestiones especializadas que
se examinan en el sistema de las Naciones Unidas en
particular están estrechamente relacionadas entre sí y,
por lo tanto, requieren armonización, tanto en la nego-
ciación de políticas como en la ejecución de éstas.

87. Así pues, en el programa del examen del avance
logrado en la aplicación de los resultados de la Confe-
rencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Am-
biente y el Desarrollo al cabo de 10 años debe preverse
un debate orientado hacia la acción en que se trate de
las fuerzas que han hecho que la Comisión sobre el De-
sarrollo Sostenible adopte medidas que suponen un re-
troceso en lugar de un adelanto respecto del logro del
desarrollo sostenible. Entre esas fuerzas se cuentan la
mundialización, la privatización y el creciente dominio
de la industria en las Naciones Unidas y el buen go-
bierno mundial.

88. Esperamos con interés que se desarrolle una etapa
constructiva de medidas para lograr las metas de desa-
rrollo sostenible fijadas para la comunidad mundial en
1992, y hacemos votos por que esa etapa se caracterice
por la voluntad política y por una comprensión verda-
dera de la interrelación de todas las formas de vida, a
lo largo de muchas generaciones de vida en la Tierra.

Notas

1 Parte del discurso del jefe Oren Lyons pronunciado en el
Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas sobre los
Pueblos Indígenas en su 15° período de sesiones,
celebrado en Ginebra en 1997, para recordar el vigésimo
aniversario de la Primera Conferencia de ONG
Internacionales de Pueblos Indígenas de América,
celebrada en 1977, bajo los auspicios de la Comisión de
Derechos Humanos. Esta reunión fue un hito importante
en las lucha de los pueblos indígenas por destacar sus
cuestiones en el escenario internacional.
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